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Época: Décima Época  
Registro: 2022095  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 04 de septiembre de 2020 10:13 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: VIII.1o.C.T.9 L (10a.)  
 
VIOLACIÓN A LAS LEYES DEL PROCEDIMIENTO EN MATERIA LABORAL. LA CONSTITUYE LA 
FALTA DE FIRMA DEL SECRETARIO DE LA JUNTA EN EL AUTO DE RADICACIÓN, LO QUE 
PROVOCA SU INVALIDEZ Y LA DE LAS ACTUACIONES SUBSECUENTES. 

 
La Ley Federal del Trabajo en sus artículos 609, 620, 623, 625, 641, 721, 837 y 839, en su texto anterior 
a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 1 de mayo de 2019, establece la integración 
de las Juntas especiales, su funcionamiento, así como el tipo de resoluciones que pueden dictar, 
destacándose que si se trata de actuaciones de mero trámite, bastará la presencia de su presidente o 
del auxiliar para llevar adelante la actuación, salvo los casos de excepción establecidos por la propia 
norma (personalidad, competencia, aceptación de pruebas, desistimiento de la acción y sustitución 
patronal), debiendo estar presentes sus integrantes y autorizadas, en todos los casos, por su secretario 
(excepción hecha de las encomendadas a otros funcionarios) quien, incluso, incurrirá en falta en caso 
de no realizarlo. En este sentido, la Segunda Sala del Alto Tribunal, en la tesis de jurisprudencia 2a./J. 
147/2004, se pronunció respecto del alcance de la certificación realizada por el secretario de la Junta en 
torno a su debida integración, y señaló que bastará con que dicho funcionario la haga constar, para que 
la actuación sea válida, incluso ante la falta de firma de alguno de sus integrantes. Lo anterior evidencia 
la importancia de la firma del secretario en el auto de radicación, pues de no advertirse ésta, se actualiza 
la hipótesis prevista en la fracción XI del artículo 172 de la Ley de Amparo, y deben estimarse violadas 
las formalidades esenciales del procedimiento que afectan las defensas del quejoso, trascendiendo al 
resultado del fallo, al practicarse en forma distinta a la prevista por la ley, lo que provoca su invalidez y 
la de las actuaciones subsecuentes, no su convalidación pues, de lo contrario, implicaría desatender el 
principio de certeza jurídica, y se propiciaría la solución de conflictos jurídicos con base en actuaciones 
que carecen de requisitos de validez, lo que además rompería el equilibrio procesal, en contravenc ión 
al debido proceso que salvaguarda el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL OCTAVO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 04 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022094  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 04 de septiembre de 2020 10:13 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: II.4o.P.14 P (10a.)  
 
TESTIGOS AUSENTES EN EL PROCESO PENAL. SI SE TRATA DE UN DELITO SEXUAL Y LA 
VÍCTIMA ES MENOR DE EDAD, ES FACTIBLE OTORGAR VALOR PROBATORIO A SU 
DECLARACIÓN MINISTERIAL, SI EXISTEN RAZONES QUE JUSTIFIQUEN SU 
INCOMPARECENCIA ANTE EL JUEZ, A PESAR DE HABERSE AGOTADO LAS MEDIDAS 
NECESARIAS PARA ELLO, A LA LUZ DE UNA VISIÓN CON PERSPECTIVA DE GÉNERO Y 
ATENTO AL INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR. 

 
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el amparo directo en revisión 
3048/2014, del que derivaron las tesis aisladas 1a. L/2017 (10a.), 1a. XLVII/2017 (10a.), 1a. XLIX/2017 
(10a.) y 1a. XLVIII/2017 (10a.), interpretó la fracción V del apartado A del artículo 20 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos (en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial 
de la Federación de 18 de junio de 2008) y estableció, como regla general, que los testimonios vertidos 
en la averiguación previa, para que puedan ser valorados en el juicio, deben someterse al interrogatorio 
ante el juzgador; excepcionalmente, en el proceso penal surgen situaciones que no siempre permiten 
someter las pruebas desahogadas en la etapa ministerial, por ejemplo, cuando es imposible la 
localización de los testigos y, pese a ello, podrán tener valor convictivo; para que esta excepción opere, 
el Juez debe razonar si el Ministerio Público cumplió o no con la obligación de conseguir los elementos 
óptimos para lograr su localización; circunstancias que deben acreditarse, y de concluir que fue 
negligente, no puede otorgarle valor probatorio al ateste. Ahora bien, si se trata de un delito sexual 
(generalmente de realización oculta), el medio de convicción relevante es el testimonio del pasivo, al que 
deberá dársele preponderancia, como aspecto primordial a considerarse en la toma de decisiones y 
susceptible de tutelarse por los juzgadores; empero, aun cuando la víctima –menor de edad– sólo haya 
declarado en la etapa de averiguación previa y, posteriormente, ya no se lograra su testimonio ante el 
Juez, a pesar de haberse agotado las medidas necesarias para ello, es factible otorgarle valor probatorio 
a su declaración ministerial, si existen razones que justifiquen su posterior incomparecencia, a la luz de 
una visión con perspectiva de género y atento al interés superior del menor, entre las cuales pueden 
figurar, por ejemplo: el tiempo prolongado entre el evento delictivo y su convocatoria a juicio (años 
después); la zona semiurbana donde aconteció el hecho delictivo y que también era domicilio de la 
víctima, porque esos sucesos pueden constituir un estigma social, máxime si resultó embarazada con 
motivo de las agresiones sexuales; el estado de vulnerabilidad de la pasivo, pues sus padres habían 
fallecido, o bien, el parentesco con el sujeto activo. Por tanto, cuando se presente alguna o algunas de 
las circunstancias relatadas y se trate de un delito sexual en los términos abordados, el criterio emitido 
en las tesis relativas a los testigos ausentes no es un obstáculo para valorar el vertido en la etapa 
ministerial. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 04 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022093  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 04 de septiembre de 2020 10:13 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: II.3o.P.85 P (10a.)  
 

TORTURA DERIVADA DE LAS CONDICIONES DE INTERNAMIENTO EN UN CENTRO DE RECLUSIÓN. 
NO CESAN LOS EFECTOS DEL ACTO RECLAMADO, AUN CUANDO LAS AUTORIDADES 
PENITENCIARIAS SEÑALADAS COMO RESPONSABLES CAMBIEN LAS CONDICIONES EN QUE SE 
ENCONTRABA EL INTERNO AL MOMENTO DE EJERCITAR LA ACCIÓN CONSTITUCIONAL. 
 

En la jurisprudencia 1a./J. 33/2015 (10a.), de título y subtítulo: "ARRAIGO. LA ORDEN RELATIVA NO 
ACTUALIZA LA CAUSA DE IMPROCEDENCIA POR CESACIÓN DE EFECTOS (ABANDONO DE LA TESIS 
AISLADA 1a. LXXXIII/2001).", la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estableció que 
la causa de improcedencia del juicio de amparo, consistente en "cuando hayan cesado los efectos del acto 
reclamado", requiere para su actualización de lo siguiente: a) un acto de autoridad que se estime lesivo de 
derechos fundamentales y que motive la promoción de la demanda de amparo en su contra; b) un acto de 

autoridad que sobrevenga, dentro del procedimiento constitucional, dejando insubsistente, en forma 
permanente, el que es materia del juicio de amparo; c) una situación de hecho o de derecho que destruya, 
en forma definitiva, el acto que se reclama, volviendo las cosas al estado que tenían antes de la promoción 
de la demanda de garantías; d) una situación de hecho que sobrevenga durante la tramitación del juicio y 
haga imposible el cumplimiento de la sentencia protectora que, en su caso, llegare a pronunciarse. Además, 
en dicho criterio, el Órgano Constitucional de referencia sustentó que para su configuración, no es suficiente 
que la autoridad responsable derogue o revoque el acto reclamado, sino que es necesario, además, que sus 
efectos queden destruidos de manera absoluta, completa e incondicional, como si se hubiese otorgado el 
amparo, es decir, como si se hubiese restituido al quejoso en el pleno goce del derecho violado, de tal manera 
que las cosas vuelvan al estado que tenían antes de la violación constitucional. Con base en lo anterior, es 
posible establecer que cuando se promueva el juicio de amparo indirecto en el que se reclamen actos de 

tortura derivados de las condiciones de internamiento de un reo en un centro de reclusión, no se actualiza la 
causa de improcedencia prevista en la fracción XXI del artículo 61 de la Ley de Amparo, cuando se realice la 
reubicación del interno en una celda distinta de aquella en que se encontraba inicialmente, con el disfr ute de 
los mismos beneficios que el resto de la población penitenciaria, en condiciones óptimas para su reclusión. 
Ello, porque tal situación de hecho, no destruye de forma definitiva el acto que se reclama, ni vuelve las cosas 
al estado que tenían antes de la promoción del juicio de amparo, al subsistir el daño ocasionado a la integridad 
física y mental del justiciable con motivo de su reclusión. Además, porque puede darse el caso de que tal 
cambio obedezca al cumplimiento de la suspensión de plano decretada en el juicio de amparo indirecto, no 
así a un acto volitivo de las autoridades responsables para cesar con las condiciones impuestas inicialmente; 
también, porque al encontrarse el justiciable bajo la vigilancia y supervisión de las autoridades penitenc iarias 

responsables, con motivo de la prisión preventiva o, en su caso, de la pena de prisión impuesta en un 
procedimiento penal, puede ocurrir que una vez resuelto el juicio de amparo, éstas eventualmente lo vuelvan 
a recluir en un lugar con las características detalladas por el impetrante en su escrito constitucional. Tampoco 
el proceder de las responsables hace imposible el cumplimiento de la sentencia protectora, ni destruye los 
efectos del acto reclamado de manera absoluta, completa e incondicional, como si se hubiese otorgado el 
amparo, porque conceder la protección constitucional impetrada tendrá el efecto de que, para restituir al 
quejoso en el goce del derecho humano violentado, en tanto éste se encuentre bajo la supervisión de las 
autoridades penitenciarias señaladas como responsables, deberán abstenerse de desplegar en su contra 
actos lesivos de su dignidad humana –tortura–, lo que implica que no podrán volver a recluirlo en un lugar 
con las características que presenta aquel en que se encontraba, o bien, en las condiciones que imperaban 

al momento de instar la acción constitucional (garantía de no repetición).  
 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
 

Esta tesis se publicó el viernes 04 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022092  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 04 de septiembre de 2020 10:13 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: XVII.2o.10 A (10a.)  
 
SUSPENSIÓN PROVISIONAL. PROCEDE EN CONTRA DEL CITATORIO AL CONTRIBUYENTE A 
LAS OFICINAS TRIBUTARIAS DE LA CIUDAD DE MÉXICO PARA CONOCER LOS HECHOS Y 
OMISIONES DETECTADOS EN EL PROCEDIMIENTO FISCALIZADOR MIENTRAS ESTÉN EN 
VIGOR LAS MEDIDAS DE EMERGENCIA SANITARIAS POR CAUSA DE FUERZA MAYOR DEBIDO 
A LA EPIDEMIA GENERADA POR EL VIRUS SARS-CoV2 (COVID-19), PORQUE ES ACORDE CON 
EL MAYOR INTERÉS PÚBLICO Y SOCIAL EN PROTEGER EL DERECHO A LA SALUD DE LAS 
PERSONAS. 

 
En este supuesto, la procedencia de la medida cautelar tiene como cimiento la interpretación pro persona 
y sistemática de los artículos 1o., 4o., párrafo cuarto y 31, fracción IV, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
125, 128, 129, 138, 139 y 147 de la Ley de Amparo, del Acuerdo por el que se declara como emergencia 
sanitaria por causa de fuerza mayor, a la epidemia de enfermedad generada por el virus SARS-CoV2 
(COVID-19), emitido por el Consejo de Salubridad General, publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el treinta de marzo de dos mil veinte y del Acuerdo por el que se establecen acciones 
extraordinarias para atender la emergencia sanitaria generada por el virus SARS-CoV2, emitido por el 
Secretario de Salud, publicado en el Diario Oficial de la Federación el treinta y uno de marzo de dos mil 
veinte; acuerdos que establecieron medidas como la suspensión inmediata y temporal de las actividades 
no esenciales, el distanciamiento social y el resguardo domiciliario corresponsable. Así, en el contexto 
del hecho notorio, histórico y excepcional que atraviesa el país, derivado de la enfermedad pandémica 
de la que dan cuenta los acuerdos indicados, la suspensión provisional solicitada protege la salud del 
quejoso ante el riesgo latente que le implica viajar a las oficinas de la Administración Central de 
Fiscalización Estratégica de la Administración General de Auditoría Fiscal Federal del Servicio de 
Administración Tributaria en la Ciudad de México, a fin de que se le informe en términos del artículo 42, 
párrafos quinto y sexto, del Código Fiscal de la Federación sobre los hechos u omisiones conocidos con 
motivo de la revisión de gabinete. No se soslaya que, frente a las circunstancias de derechos humanos, 
medidas sanitarias y contexto social fáctico descrito, se tiene que los procedimientos de fiscalización 
son de orden público, pues derivan de las facultades de las autoridades fiscales para determinar el 
incumplimiento en el pago de contribuciones previstas en el Código Fiscal de la Federación; sin embargo, 
a juicio de este órgano colegiado, cuando el interés público en sustanciar los procedimientos 
administrativos para determinar créditos fiscales, se confronta con el interés social de salvaguardar el 
derecho humano a la salud de los gobernados en sus dimensiones individual y social, en un contexto 
nacional de emergencia sanitaria conocida públicamente y reconocida por las autoridades de salud, 
dicho interés público de naturaleza fiscal cede ante la relevancia del interés social en respetar, proteger 
y garantizar el derecho humano a la salud, de conformidad con los principios constitucionales de 
protección de derechos humanos e interpretación pro persona, previstos en los artículos 1o. y 4o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Con ello no se contraviene, por no resultar 
aplicable, la jurisprudencia 2a./J. 84/2009, de rubro: "SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO. NO 
PROCEDE CONCEDERLA CONTRA EL EJERCICIO DE LAS FACULTADES DE COMPROBACIÓN 
PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 42 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.", porque la 
contradicción de tesis que decidió no versó sobre la procedencia de la suspensión en un contexto de 
contingencia de salud mundial como la que ahora prevalece, por lo que dicho criterio jurisprudencial se 
construyó en circunstancias jurídicas y fácticas diversas a las antes destacadas. Al respecto cabe 
resaltar que, en este caso, el ejercicio ponderativo realizado por el órgano jurisdiccional sigue la pauta 
marcada en la ratio legis del último párrafo del artículo 129 de la Ley de Amparo, pues la negativa de la 
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suspensión en aras del bien jurídico inmerso en el procedimiento fiscalizador, causaría una mayor 
afectación al interés social en la protección de los derechos humanos, porque las facultades de 
comprobación y el interés público que les reviste, no implican un poder omnímodo en su ejercicio, sino 
limitado por los derechos humanos en cuya garantía y salvaguarda descansa el Estado democrático de 
derecho constitucional. Por ello, y sin que se soslaye incluso que la quejosa no es sujeto de un crédito 
ya determinado, la suspensión que se decreta no afecta el interés social y público, sino que es acorde 
con el orden constitucional y convencional vigente. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 04 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022091  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 04 de septiembre de 2020 10:13 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: XVII.2o.12 A (10a.)  
 
SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN CONTRA DE LOS EFECTOS DE LA NEGATIVA DE EXTENDER 
LA LICENCIA POR LACTANCIA MATERNA. SU OTORGAMIENTO NO AFECTA EL INTERÉS 
SOCIAL NI CONTRAVIENE DISPOSICIONES DE ORDEN PÚBLICO. 
 

Conforme a los artículos 125, 128, 129 y 138, fracción I, de la Ley de Amparo, la procedencia de la 
suspensión en el juicio de amparo exige la concurrencia de que la solicite el quejoso y que no se siga 
perjuicio al interés social ni se contravengan disposiciones de orden público. Por ello, si la quejosa 
reclama la negativa de extender su licencia con goce de sueldo por lactancia materna, como médico en 
un hospital de atención completa a pacientes de la enfermedad conocida como COVID-19 e invoca el 
derecho de su menor hija a la salud y a recibir una lactancia segura sin riesgo de contagio, es procedente 
conceder la suspensión provisional, pues en atención a su naturaleza negativa con efectos positivos y 
sin prejuzgar sobre su constitucionalidad, la medida cautelar no afecta el interés social ni contraviene 
disposiciones de orden público, pues la sociedad está interesada en garantizar el derecho a la salud de 
las personas. Con mayor razón cuando quien acude al juicio de amparo es la madre de una infante, 
quien demanda la protección federal en nombre propio y en favor de su menor hija, pues en relación con 
el tema, en su resolución 1/2020 la Corte Interamericana de Derechos Humanos consideró que, en el 
contexto de la pandemia, los Estados tienen la obligación reforzada de respetar y garantizar los derechos 
humanos de las personas trabajadoras en mayor situación de riesgo por la pandemia; en el caso 
específico de mujeres como grupo en especial situación de vulnerabilidad, ofrecer atención diferenciada 
a las mujeres profesionales de salud que trabajan en la primera línea de respuesta a la crisis sanitaria 
del COVID-19 y, respecto a los niños y niñas como grupo en especial situación de vulnerabilidad, la 
Corte Interamericana consideró reforzar la protección de niños, niñas y adolescentes y prevenir el 
contagio por el COVID-19, implementando medidas que consideren sus particularidades como personas 
en etapa de desarrollo y que atiendan de manera más amplia posible su interés superior. La protección 
debe, en la medida de lo posible, garantizar los vínculos familiares y comunitarios. Sobre esas bases, 
este órgano colegiado considera que en el caso se surten los requisitos para el otorgamiento de la 
suspensión provisional solicitada, pues no existe un perjuicio al interés social ni se contravendrían 
disposiciones de orden público, dado que la sociedad está interesada en garantizar el derecho a la salud 
no sólo de la madre (quejosa), sino también de la menor de quien se pretende tenga el derecho a la 
lactancia, puesto que subyacen de manera transversal los derechos de la infante a la alimentación, 
salud, convivencia familiar y desarrollo integral. Así, de negarse la suspensión provisional, hasta en tanto 
se resuelva sobre la definitiva, podría causarse mayor perjuicio al interés social y al orden público por 
estar de por medio la obligación del Estado de armonizar el interés general y público de proteger el 
derecho a la salud de las personas ante una contingencia sanitaria. De ahí que resulta evidente que la 
sociedad y el Estado tienen en ese aspecto un interés social, público y constitucional en procurarles a 
las personas en lo individual un adecuado estado de salud y bienestar. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 04 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022089  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 04 de septiembre de 2020 10:13 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: II.3o.P.81 P (10a.)  
 
SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO. ES IMPROCEDENTE CONCEDERLA PARA NO 
JUDICIALIZAR LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN. 

 
El artículo 128 de la Ley de Amparo establece que con excepción de los casos en que proceda de oficio, 
la suspensión se decretará en todas las materias, siempre que concurran los requisitos siguientes: I. 
Que la solicite el quejoso; y, II. Que no se siga perjuicio al interés social ni se contravengan disposiciones 
de orden público. En ese contexto, no procede concederla cuando el acto reclamado es la determinación 
de judicializar una carpeta de investigación, porque no se actualiza la exigencia prevista en la fracción II 
de la porción normativa en comento, ya que la sociedad está interesada en la persecución de los delitos 
y que éstos no queden impunes, por lo que deben desplegarse todas las acciones tendentes a su 
investigación por parte del Ministerio Público; aunado a que de concederse para no judicializarla, 
paralizaría la continuación de la etapa de investigación complementaria del procedimiento penal 
acusatorio, vulnerando disposiciones de orden público, pues es evidente que la facultad constitucional 
de investigar los delitos no puede paralizarse y que la sociedad está interesada en que dicha facultad se 
ejerza plenamente y sin demoras; sin que se actualice la salvedad prevista en el artículo 150 de la Ley 
de Amparo, porque la continuación del procedimiento de investigación no deja irreparablemente 
consumado el daño o perjuicio que pueda ocasionarse al quejoso, pues puede repararse en la sentencia 
del amparo mismo por atenderse el fondo del asunto o, en su oportunidad, ante el Juez de Control. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 04 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022088  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 04 de septiembre de 2020 10:13 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: XVII.2o.11 A (10a.)  
 
SUSPENSIÓN DE PLANO Y DE OFICIO EN EL JUICIO DE AMPARO. EN ATENCIÓN A LA 
NATURALEZA DEL ACTO RECLAMADO, NO PROCEDE CONTRA LA NEGATIVA DE EXTENDER 
LA LICENCIA POR LACTANCIA MATERNA. 

 
Del artículo 126 de la Ley de Amparo, en relación con el numeral 22, párrafo primero, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, se advierte que la diversidad de supuestos previstos para la 
procedencia de la suspensión de plano y de oficio guarda relación con actos de autoridad, cuyos efectos 
no sólo son de imposible o de difícil reparación, sino que, además, se encuentran expresamente 
prohibidos por el orden jurídico nacional y, por tanto, su reclamo amerita la inmediata intervención del 
juzgador de amparo para que ordene su suspensión, a fin de evitar que se ejecuten o se sigan 
ejecutando. Por ello, si la quejosa reclama la negativa de la responsable para extenderle su licencia con 
goce de sueldo por lactancia materna, como médico en un hospital de atención completa a pacientes de 
la enfermedad conocida como COVID-19 e invoca el derecho de su menor hija a la salud y a recibir una 
lactancia segura sin riesgo de contagio, no se actualiza ninguna de las hipótesis en las que procede la 
suspensión de plano, pues sin desconocer la magnitud y la gravedad del fenómeno de salud pública 
ocasionado por esa enfermedad, lo cierto es que, en atención a la naturaleza del acto reclamado, no 
configura ninguno de los prohibidos por el artículo 22 constitucional, ni compromete gravemente la 
dignidad e integridad personal de las agraviadas, al grado de equipararse tal situación a un tormento, 
pues sin perjuicio de que los efectos del acto reclamado pueden ser materia del incidente de suspensión 
a petición de parte, y que eventualmente pudiera ser declarado inconstitucional por los motivos y 
fundamentos legales en que esté sustentado, en todo caso, la sentencia de amparo que así lo estime 
tendrá como efecto la restitución del derecho constitucional vulnerado. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 04 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022086  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 04 de septiembre de 2020 10:13 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: VIII.1o.C.T.7 L (10a.)  
 
SUBSISTENCIA DEL TRABAJADOR ANTE LA EXISTENCIA DE PATRONES SOLIDARIOS. SU 
MONTO DEBE PAGARSE DE MANERA PROPORCIONAL ENTRE LOS PATRONES SOLIDARIOS 
QUE SOLICITARON LA SUSPENSIÓN EN EL AMPARO DIRECTO. 

 
Cuando en el juicio laboral se condene a dos o más personas al pago de las mismas prestaciones por 
considerar que les recae la calidad de patrones, debe entenderse que son responsables solidarios de la 
subsistencia del trabajador, cuando promuevan juicio de amparo en contra del laudo que los condena. 
De ahí que para efectos de la suspensión, el monto de dicha subsistencia debe distribuirse de manera 
proporcional entre los condenados, y no ser pagada en su totalidad por cada uno. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL OCTAVO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 04 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/
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Época: Décima Época  
Registro: 2022085  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 04 de septiembre de 2020 10:13 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: I.3o.T.63 L (10a.)  
 
SERVICIO POSTAL MEXICANO. PAGO DE SALARIOS CAÍDOS DE CONFORMIDAD CON EL 
ARTÍCULO 48 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO (INAPLICABILIDAD DE LA CLÁUSULA 33 DEL 
CONTRATO COLECTIVO DE TRABAJO). 

 
Tratándose de un acuerdo de voluntades entre la parte que representa a los trabajadores y quienes 
actúan en nombre de la patronal, como lo es un contrato colectivo de trabajo, sus disposiciones rigen a 
todas aquellas personas sujetas al mismo, en cuya relación laboral rige la máxima contractual de la 
libertad y plena autonomía de las partes, en el entendido de que tal prerrogativa no es absoluta, pues 
está condicionada a que no se estipulen derechos inferiores a los contenidos en el artículo 123 de la Ley 
Fundamental, ni se pacten cláusulas que contravengan disposiciones legales de orden público. En esa 
virtud pueden advertirse dos límites: a) que no podrán pactarse derechos inferiores a lo previsto en el 
Texto Fundamental; y, b) que las cláusulas convenidas por las partes no sean susceptibles de 
contravenir disposiciones de orden público y otorgar derechos en contravención a la ley. En ese orden, 
si bien es cierto que la cláusula 33 dispone que "el trabajador tendrá derecho al pago de salarios caídos 
que se generen entre la fecha de la rescisión y la del laudo que así lo ordene", también lo es que para 
el pago de esta prestación debe aplicarse el artículo 48 de la Ley Federal del Trabajo, que dispone que 
aquéllos no pueden exceder de doce meses y para el caso de que el cumplimiento supere ese término, 
se pagarán los intereses, pues se trata de una norma de orden público, cuyas disposiciones son de 
observancia general y su objetivo es conseguir el equilibrio entre la clase trabajadora y la parte patronal; 
además, tal previsión obedece a una causa de interés público, en tanto que tiene por objeto evitar que 
los juicios laborales se prolonguen artificialmente, preservando el carácter indemnizatorio de esa 
prestación, así como lograr la efectiva protección de los derechos de los trabajadores y la conservación 
de las fuentes de empleo. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 04 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022082  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 04 de septiembre de 2020 10:13 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: XVII.1o.C.T.36 C (10a.)  
 
RÉGIMEN DE VISITAS Y CONVIVENCIAS DEL MENOR CON UNO DE SUS PROGENITORES, 
FRENTE A LA PANDEMIA GENERADA POR EL VIRUS SARS-CoV2 (COVID-19). ATENTO AL 
INTERÉS SUPERIOR DEL INFANTE, CORRESPONDE PRIVILEGIAR SU DERECHO A LA VIDA Y A 
LA SALUD, SOBRE EL DERECHO A LA CONVIVENCIA CON AQUÉLLOS, POR ENDE, EL JUEZ 
DEBE PROVEER LAS MEDIDAS NECESARIAS PARA QUE ESTA ÚLTIMA SE EFECTÚE A 
DISTANCIA. 

 
La Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, en su artículo 23 dispone que las 
niñas, niños y adolescentes cuyas familias estén separadas, tendrán derecho a convivir o mantener 
relaciones personales y contacto directo con sus familiares de modo regular, excepto en los casos en 
que el órgano jurisdiccional competente determine que ello es contrario al interés superior de la niñez; 
de manera que el derecho del infante a la convivencia con sus progenitores, por regla general, se 
encamina a la conservación de un entorno saludable y favorable para su pleno desarrollo personal y 
emocional; sin embargo, puede suspenderse cuando exista peligro para el menor, a fin de salvaguardar 
su interés superior. Luego, en términos del artículo 88 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de 
aplicación supletoria a la Ley de Amparo, constituye un hecho notorio, que el once de marzo de dos mil 
veinte, la Organización Mundial de la Salud declaró a la pandemia generada por el virus SARS-CoV2 
(COVID-19) como una emergencia de salud pública de interés internacional y emitió una serie de 
recomendaciones para su control, entre las que prevalecen el resguardo domiciliario corresponsable; 
que consiste en la limitación voluntaria de movilidad, permaneciendo en el domicilio particular el mayor 
tiempo posible. Bajo ese contexto, tratándose del régimen de visitas y convivencias del infante con uno 
de sus padres durante la situación pandémica en cuestión, debe estimarse que el solo hecho de sustraer 
al infante de su domicilio, trasladarlo e incorporarlo a un nuevo ambiente, implica realizar un evento que 
lo hace más propenso a contraer el virus, lo que conllevaría poner en riesgo su salud y, en consecuencia, 
la vida; por ende, atento al interés superior de aquél, corresponde privilegiar su derecho a la vida y la 
salud sobre el de convivir con su progenitor, el cual se limitará a una modalidad a distancia, por lo que 
el órgano jurisdiccional debe procurar el resguardo del infante y dictar las providencias necesarias, según 
las particularidades del caso, para el desarrollo de la convivencia a distancia a través de los medios de 
comunicación disponibles, y a los que se pudiera tener fácil acceso, como videollamadas, reuniones 
virtuales en plataformas electrónicas, u otros similares, con la regularidad suficiente, a fin de mantener 
comunicación continua entre el infante y su progenitor, estableciendo como obligación del progenitor con 
quien cohabite, el permitir el sano desarrollo de tales convivencias, de manera que se lleven a cabo en 
forma libre y espontánea. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO SÉPTIMO 
CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 04 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 4 de septiembre de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 

h
tt

p
:/

/j
u
ri
s
ta

d
e
lfu

tu
ro

.o
rg

 
 

h
tt

p
:/

/j
u
ri
s
ta

d
e
lfu

tu
ro

.o
rg
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Registro: 2022079  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
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Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: I.4o.A.4 CS (10a.)  
 
PRINCIPIO DE PONDERACIÓN. CONTENIDO Y ALCANCES EN RELACIÓN CON LOS DERECHOS 
FUNDAMENTALES. 
 

Los derechos fundamentales, entendidos como principios, constituyen mandatos de optimización, en la 
medida en que son normas que ordenan que algo sea realizado en la mayor medida posible, en atención 
a las perspectivas fácticas y jurídicas. La realización de tales perspectivas se relaciona con el principio 
de ponderación, el cual conlleva la creación de una jerarquía axiológica entre principios y objetivos en 
controversia y conduce a cambiar el valor comparativo de éstos. Dicho principio se integra, a su vez, con 
los siguientes subprincipios que expresan la idea de optimización: idoneidad, necesidad y 
proporcionalidad en sentido estricto. A través de los subprincipios de idoneidad y de necesidad se logra 
la optimización de las perspectivas fácticas. El primero de los mencionados (idoneidad) es una 
manifestación de la idea del Óptimo de Pareto, de acuerdo con el cual, una posición puede ser mejorada 
sin que resulten perjuicios para otra, lo que implica excluir la aplicación de medios que, como mínimo, 
perjudiquen la realización de un principio sin favorecer al menos uno de los objetivos a cuya consecución 
debe servir. El subprincipio de necesidad postula que, de dos medios que favorezcan igualmente bien a 
un primer objetivo, se elige aquel que afecte menos intensamente a un segundo objetivo. Finalmente, el 
subprincipio de proporcionalidad en sentido estricto se circunscribe a la optimización de las perspectivas 
jurídicas y se identifica con la denominada "ley de la ponderación", la cual postula que, cuanto mayor 
sea el grado de incumplimiento o menoscabo de un principio, mayor debe ser la importancia de la 
satisfacción del otro. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 04 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022077  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 04 de septiembre de 2020 10:13 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: I.14o.T.37 L (10a.)  
 
PENSIONES. INTERPRETACIÓN DE LAS REGLAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO DÉCIMO 
PRIMERO TRANSITORIO DEL DECRETO DE REFORMAS A LA LEY DEL SEGURO SOCIAL DE 20 
DE DICIEMBRE DE 2001, EN RELACIÓN CON LA ACTUALIZACIÓN DE SU CUANTÍA. 

 
El artículo décimo primero transitorio del Decreto de reformas a la Ley del Seguro Social, de veinte de 
diciembre de dos mil uno, es aplicable para determinar el monto actualizado de las pensiones 
contempladas en la citada ley al momento de su otorgamiento. Para comprender esta disposición es 
importante definir dos aspectos contenidos en el precepto: a) Qué debemos entender como "año 
calendario"; y, b) Cuál es la mecánica de publicación del Índice Nacional de Precios al Consumidor. En 
ese tenor, el concepto de año calendario está definido como el periodo de doce meses contados desde 
el día uno de enero hasta el treinta y uno de diciembre. Y, la forma en que se actualizan las pensiones, 
obedece a los periodos de publicación del Instituto Nacional de Estadística y Geografía, encargado de 
calcular el Índice Nacional de Precios al Consumidor, quien se encuentra en aptitud de publicarlo hasta 
el mes inmediato posterior. En ese tenor, debemos considerar que el año calendario es el que 
corresponde del uno de enero al treinta y uno de diciembre, por lo que para efectos del cálculo del índice 
anualizado, deben considerarse únicamente los índices que corresponden a los meses de enero a 
diciembre del año que concluye; esto es, la publicación realizada en el mes de febrero que corresponde 
al índice de enero del mismo año, hasta la diversa publicación de enero del año siguiente, que es la 
relativa al índice del mes de diciembre del año anterior. 
 
DÉCIMO CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 04 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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Registro: 2022076  
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Tesis: XVII.2o.12 P (10a.)  

 
MEDIDAS DE APREMIO PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 104, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO NACIONAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES. PARA QUE SU IMPOSICIÓN SEA LEGAL, DEBE MEDIAR 
APERCIBIMIENTO, POR REGLA GENERAL. 
 
Los artículos 14, párrafo segundo y 16, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos tutelan los derechos de legalidad –que consiste en que toda autoridad debe ajustar su actuar a 
las disposiciones que norman las atribuciones que le confiere la ley– y seguridad jurídica de las personas –
que tutela el conocimiento de éstas tanto de la regulación normativa como del proceder de las autorid ades, 
para asegurar que éste no es arbitrario y evitar indefensión–. Por su parte, el artículo 104, fracción II, del 

Código Nacional de Procedimientos Penales enlista los medios de apremio que puede emplear el órgano 
jurisdiccional para hacer cumplir sus determinaciones, sin precisar algún procedimiento para su aplicación, 
incluso, los artículos 57, párrafo último y 59, permiten que puedan aplicarse de manera indistinta. Del proceso 
legislativo que dio origen a ese código no se advierte alguna consideración  sobre las medidas de apremio. 
Así, una interpretación literal del artículo 104, fracción II, conduciría a concluir que sólo se exige el 
apercibimiento para imponer arresto, en términos de su párrafo penúltimo. Sin embargo, la interpretación 
conforme de dicha norma, a la luz de los artículos constitucionales citados, permite concluir que, por regla 
general, el apercibimiento es un elemento indispensable previo a imponer cualquier medida de apremio, pues 
sólo a través de esa advertencia de la autoridad jurisdiccional, la persona está en aptitud de conocer la 
consecuencia jurídica de su contumacia. Este resultado hermenéutico protege de manera más amplia los 
derechos de legalidad y seguridad jurídica, en términos del artículo 1o., párrafo segundo, de la Consti tución 

Federal y, además, guarda congruencia con lo resuelto por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación en las contradicciones de tesis 46/99-PS y 125/2007-PS, de las que derivaron, respectivamente, 
las jurisprudencias 1a./J. 20/2001, de rubro: "MEDIDAS DE APREMIO. EL APERCIBIMIENTO ES UN 
REQUISITO MÍNIMO QUE DEBE REUNIR EL MANDAMIENTO DE AUTORIDAD PARA QUE SEA LEGAL 
LA APLICACIÓN DE AQUÉLLAS (LEGISLACIONES DEL DISTRITO FEDERAL Y DE LOS ESTADOS DE 
NUEVO LEÓN Y CHIAPAS)." y 1a./J. 60/2008, de rubro: "ARRESTO COMO MEDIDA DE APREMIO. NO 
NECESARIAMENTE DEBE DETERMINARSE SU TEMPORALIDAD DESDE EL APERCIBIMIENTO.". 
Además, estimar que el apercibimiento no es un requisito que deba mediar antes de imponer una medida de 
apremio, implicaría equipararlas a infracciones por incumplimiento a disposiciones legales, lo cual no es 
admisible si se considera que participan de una naturaleza distinta, pues éstas son consecuencias jurídicas 

específicas que establece el órgano legislativo frente a conductas determinadas y que son del conocimiento 
de las personas desde la entrada en vigor del ordenamiento respectivo, en tanto que las medidas de apremio 
son herramientas de la autoridad judicial para que sus órdenes concretas se cumplan, ante cuyo desacato 
tiene la facultad para elegir discrecionalmente e imponer una sanción de entre las previstas limitativamente 
en la ley; y es precisamente esta discrecionalidad para determinar la medida de apremio aplicable a cada 
caso, lo que propicia inseguridad jurídica en los justiciables, que sólo se corrige con el apercibimiento previo. 
Lo anterior es acorde con el razonamiento que sostuvo la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación en la contradicción de tesis 431/2013, de la que surgió la jurisprudencia 1a./J. 35/2014 (10a.), de 
título y subtítulo: "MULTA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 260, FRACCIÓN IV, DE LA LEY DE AMPARO. SU 
IMPOSICIÓN POR EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO NO ESTÁ CONDICIONADA A 

REQUERIMIENTO NI APERCIBIMIENTO PREVIOS A LA AUTORIDAD RESPONSABLE EN EL JUICIO DE 
AMPARO DIRECTO (LEGISLACIÓN DE AMPARO VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013)." 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 04 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial  de la 
Federación. 

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 4 de septiembre de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022074  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 04 de septiembre de 2020 10:13 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: I.4o.A.6 CS (10a.)  
 
LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN EN REDES SOCIALES 
DE INTERNET. CUANDO UN SERVIDOR PÚBLICO UTILICE UNA RED DE ESTE TIPO COMO MEDIO 
DE DIVULGACIÓN DE SUS ACTIVIDADES Y COMO VEHÍCULO DE COMUNICACIÓN CON LOS 
GOBERNADOS, ESTÁ OBLIGADO A PERMITIR A SUS SEGUIDORES EL CONTACTO EN SU 
CUENTA Y A NO BLOQUEARLOS POR SUS OPINIONES CRÍTICAS, SALVO QUE SU 
COMPORTAMIENTO SEA CONSTITUTIVO DE ABUSO O DE UN DELITO. 
 

Dada la naturaleza y la forma de operar de las redes sociales de Internet, se considera adecuada la 
medida de bloqueo que desde ella puede hacerse para proteger los bienes jurídicos que pueden 
afectarse a través de las conductas lesivas de quienes las utilizan. La Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación emitió la tesis aislada 2a. XXXVIII/2019 (10a.), de título y subtítulo: 
"LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN EN REDES SOCIALES. 
NO PROTEGEN EL COMPORTAMIENTO ABUSIVO DE LOS USUARIOS.", en la cual estableció que 
al utilizarse las redes sociales pueden encontrarse comportamientos abusivos, derivados de su propia 
naturaleza, como son la comunicación bilateral y el intercambio de mensajes, opiniones y publicaciones 
entre los usuarios, por lo cual el receptor de estos contenidos está expuesto a amenazas, injurias, 
calumnias, coacciones o incitaciones a la violencia irrazonables, que pueden ir dirigidas tanto al titular 
de la cuenta como a otros usuarios que interactúen en ella. En consecuencia, es posible que los 
comportamientos abusivos puedan ocasionar una medida de restricción o bloqueo, pero para que ésta 
sea válida será necesario que dichas expresiones o conductas se encuentren excluidas de protección 
del derecho. Las expresiones críticas, severas, provocativas o chocantes que incluso podrían ser 
indecentes, escandalosas, perturbadoras, inquietantes o causar algún tipo de molestia, disgusto u 
ofensa, no necesariamente se han de tener como comportamientos abusivos por parte de los usuarios 
de las redes, sino sólo cuando rebasen el límite de protección que ampara al derecho de libre expresión, 
por lesionar derechos de terceros o atentar contra el honor de una persona, o cuando sean constitutivas 
de delito, sin dejar de considerar que quienes desempeñan cargos públicos están sujetos a un mayor 
escrutinio sobre su persona y sus actividades públicas. Por consiguiente, cuando un servidor público 
utilice como medio de divulgación de sus actividades y como vehículo de comunicación con los 
gobernados una cuenta de twitter, está obligado a permitir que aquellos que estén inscritos como 
seguidores de esa cuenta mantengan el contacto, y a no bloquearlos por estimar que sus opiniones 
críticas le resultan molestas o incómodas, mientras el comportamiento del usuario seguidor no sea 
abusivo o constitutivo de un delito. Por esa razón, si del contenido de esas expresiones no se aprecia el 
propósito de ofender en forma desmesurada al servidor público titular de la cuenta de una red social de 
Internet en su dignidad, en su honra, en su credibilidad, de referirse a él como carente de valor, o 
contienen opiniones que no concuerdan con la forma en que despliega sus actividades públicas, tal 
conducta no puede reputarse abusiva ni justifica el bloqueo de quienes las emiten. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 04 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 4 de septiembre de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022073  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 04 de septiembre de 2020 10:13 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.6o.P.23 K (10a.)  
 
LEGITIMACIÓN PARA PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. LA TIENE QUIEN 
OBTUVO RESPUESTA A UNA SOLICITUD EN EJERCICIO DE SU DERECHO DE PETICIÓN, Y EN 
SU DEMANDA RECLAMA QUE ÉSTA VIOLA SU DERECHO A LA SEGURIDAD JURÍDICA, AL NO 
ESTAR DEBIDAMENTE FUNDADA Y MOTIVADA. 
 

Cuando el acto reclamado derive de la respuesta al derecho de petición, s i el quejoso manifiesta en su 
demanda que se viola su derecho a la seguridad jurídica reconocido por el artículo 16 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, al no estar debidamente fundada y motivada, tiene 
legitimación para promover el juicio de amparo indirecto, toda vez que la materia de la litis es la propia 
determinación como tal, la cual es susceptible de ser analizada a efecto de establecer si se cumplió con 
el mandato que prevé el precepto constitucional citado. De ahí que aun cuando la autoridad responsable, 
al dar contestación a la solicitud del quejoso, le niegue lo peticionado al argumentar que no tiene interés 
y sobresee en el juicio, dicha situación no le impide promover el juicio de amparo contra esa contestación, 
ya que lo contrario implicaría afirmar que no se violentó el derecho constitucionalmente garantizado y 
que el acto reclamado, por sí mismo, cumple con las exigencias de ley, sin haber realizado un estudio 
previo de ello, actualizando con su actuar una falacia denominada petición de principio, al tener por cierta 
una conclusión que parte de premisas falsas. 
 
SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 04 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judic ial de 
la Federación. 
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TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 4 de septiembre de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022070  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 04 de septiembre de 2020 10:13 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.4o.A.45 K (10a.)  
 
IMPEDIMENTO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 51, FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE AMPARO. EL 
HECHO DE QUE LOS MAGISTRADOS DE CIRCUITO TENGAN EL CARÁCTER DE PARTE EN 
ALGÚN JUICIO DE GARANTÍAS QUE VERSE SOBRE LA MISMA TEMÁTICA DEL ASUNTO EN EL 
QUE SE GENERE SU EXCUSA ES INSUFICIENTE PARA CALIFICARLO DE LEGAL (APLICACIÓN 
DEL SUBPRINCIPIO DE NECESIDAD). 

 
El artículo 51, fracción VI, de la Ley de Amparo dispone que los Ministros de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, los Magistrados de Circuito, los Jueces de Distrito y las autoridades que conozcan de los 
juicios de amparo deben excusarse en éstos si figuran como partes en otros juicios de garantías 
semejantes a los de su conocimiento. Dicha regla de impedimento no es absoluta. Resulta aplicable 
cuando se actualice alguno de los supuestos en que se encuentre comprometida la imparcialidad del 
criterio de los juzgadores, pero su aplicación debe considerarse excluida cuando se presente una 
situación en la cual, ante una colisión de principios constitucionales, deba privilegiarse el mandato de 
atender el derecho de acceso a la jurisdicción, que resulta instrumental del valor justicia y obliga a los 
juzgadores a no dejar sin solución la controversia que se les plantea, frente a la exigencia constitucional 
de que quien emita la resolución no se encuentre en algún supuesto en que, de manera ordinaria, se 
estime comprometida su imparcialidad. En ese contexto, la solución se obtiene de la aplicación del 
principio de proporcionalidad, como instrumento metodológico para decidir el mandato que se privilegia 
en el caso concreto, y con apoyo en el subprincipio de necesidad se elige, de entre dos medios que 
favorezcan igualmente bien a un primer objetivo, aquel que afecte menos intensamente a un segundo 
objetivo. Dicho subprincipio permite, como excepción, que los juzgadores de amparo participen en una 
controversia en cuyo resultado pudiera pensarse que tengan interés, cuando no sea posible sustituirlos 
o su participación sea necesaria para constituir quórum en un Tribunal Colegiado, en el entendido de 
que "donde todos los Jueces están descalificados, ninguno está descalificado". Bajo estas condiciones, 
la regla sobre descalificación puede ser anulada o sobrepuesta por el subprincipio de necesidad, en 
tanto que debe prevalecer el respeto y protección al derecho de acceso a la justicia, reconocido en el 
artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Considerar lo contrario haría 
nugatorio ese derecho, al desconocer la posibilidad de los gobernados de instar la actividad jurisdiccional 
para obtener una decisión en la que se resuelva de manera efectiva sobre sus pretensiones.  
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 04 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022068  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 04 de septiembre de 2020 10:13 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: II.4o.P.15 P (10a.)  
 
DECLARACIÓN DE UN TESTIGO FALLECIDO. PARA QUE PROCEDA SU INCORPORACIÓN AL 
JUICIO EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 386, FRACCIÓN I, DEL CÓDIGO NACIONAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES, BASTA ACREDITAR EL DECESO DE AQUÉL CON EL ACTA DE 
DEFUNCIÓN RESPECTIVA. 

 
De conformidad con la fracción I del artículo citado, en los casos en que se pretenda incorporar al juicio, 
previa lectura, la declaración de un testigo que falleció con posterioridad a la emisión del auto de apertura 
a juicio oral, basta que se acredite su muerte con el acta de defunción respectiva, sin que sea necesario 
que ésta deba admitirse e incorporarse como prueba, o bien, que deba comprobarse el fallecimiento con 
algún testigo o perito de acreditación, pues el acta, por sí misma, es el documento público idóneo para 
probar el deceso de una persona. En este sentido, la parte que solicite incorporar la declaración de un 
testigo fallecido debe correr traslado del acta respectiva a su contraparte para que conozca su contenido 
y después dar lectura a dicha documental en la parte conducente. De no existir objeción fundada de la 
contraria, el tribunal de enjuiciamiento tendrá por acreditada la muerte del testigo y la parte interesada 
podrá solicitar al juzgador que le permita incorporar, mediante lectura, la declaración correspondiente. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 04 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 4 de septiembre de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022067  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 04 de septiembre de 2020 10:13 h  
Materia(s): (Común, Penal)  
Tesis: XI.P.39 P (10a.)  
 
CONCEPTO DE VIOLACIÓN INOPERANTE. ES AQUEL MEDIANTE EL CUAL SE PRETENDE 
COMBATIR UN ASPECTO QUE NO FORMÓ PARTE DE LA LITIS EN LA AUDIENCIA DE JUICIO 
PUES, DE EXAMINARSE, SE VULNERARÍA EL PRINCIPIO DE CONTRADICCIÓN QUE RIGE EL 
SISTEMA PENAL ACUSATORIO. 

 
Atendiendo al principio de contradicción, que tiene como base la igualdad procesal de las partes, por 
regla general, resulta inoperante el concepto de violación en amparo directo que pretende combatir un 
aspecto que no formó parte de la litis en la audiencia de juicio oral, esto es, no fue expuesto por la 
defensa o el imputado ante el tribunal de enjuiciamiento, mucho menos ingresó a juicio alguna prueba 
vinculada para acreditarlo; por ende, es evidente que las demás partes procesales no estuvieron en 
aptitud de controvertir tal circunstancia, lo que actualiza un impedimento técnico para que se examine 
tal planteamiento; como en la especie, es la atenuante de estado de emoción violenta que alude el 
quejoso, pues de llegar a considerarse en el análisis constitucional cuando no fue sometido en juicio al 
escrutinio de las partes, vulneraría el referido principio de contradicción que rige el sistema penal 
acusatorio. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL DÉCIMO PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 04 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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Publicadas el viernes 4 de septiembre de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022066  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 04 de septiembre de 2020 10:13 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: VIII.1o.C.T.8 L (10a.)  
 
AUDIENCIA DE RECEPCIÓN Y ADMISIÓN DE PRUEBAS EN EL JUICIO LABORAL ORDINARIO. 
PARA LA VALIDEZ DE LOS ACUERDOS QUE EN ELLA SE DICTEN, ES INDISPENSABLE QUE 
SEAN FIRMADOS POR EL PRESIDENTE DE LA JUNTA ESPECIAL Y AUTORIZADOS POR EL 
SECRETARIO. 
 

De los artículos 609, 620, 721, 837, 838 y 839 de la Ley Federal del Trabajo, en su texto anterior a la 
reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 1 de mayo de 2019, se infiere la regla general 
de que las actuaciones de las Juntas Especiales deben realizarse colegiadamente, regla que admite la 
excepción contenida en el inciso a) de la fracción II del artículo 620 citado, consistente en que durante 
la tramitación de los conflictos individuales y colectivos de naturaleza jurídica, bastará la presencia del 
presidente de la Junta Especial o del auxiliar, quien llevará adelante la audiencia hasta su terminación, 
y si no está presente ninguno de los representantes, aquél dictará las resoluciones que procedan, salvo 
que versen sobre personalidad, competencia, aceptación de pruebas, desistimiento de la acción a que 
se refiere el artículo 773 de la ley citada y sustitución de patrón, casos en los cuales el presidente 
acordará se cite a los representantes para la decisión de dichas cuestiones y, si ninguno concurre, 
dictará la resolución que proceda. En ese sentido, los acuerdos relativos a la recepción y admisión de 
pruebas constituyen determinaciones equiparables a las de aceptación, por lo que para su validez deben 
ser firmados, al menos, por el presidente, con la fe del secretario, pues ante la ausencia de los 
representantes, es el único facultado por el legislador para emitir ese tipo de actuaciones. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL OCTAVO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 04 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022065  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 04 de septiembre de 2020 10:13 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: II.3o.P.84 P (10a.)  
 
ORDEN DE TRASLADO SIN INTERVENCIÓN JUDICIAL. AUN CUANDO ES UN ACTO ATINENTE A 
LAS CUESTIONES DE INTERNAMIENTO, AL VULNERAR DE MANERA INDIRECTA EL DERECHO 
SUSTANTIVO DE LA LIBERTAD PERSONAL DE LA RECLUIDA, ACTUALIZA UN CASO DE 
EXCEPCIÓN AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD PREVISTO POR LA FRACCIÓN XX DEL NUMERAL 
61 DE LA LEY DE AMPARO; CIRCUNSTANCIA QUE IMPIDE QUE EL JUEZ DE DISTRITO, A PRIORI, 
DESECHE DE PLANO LA DEMANDA DE AMPARO. 
 

A partir de las consideraciones sostenidas por la Primera Sala del Máximo Tribunal del País en la 
ejecutoria dictada al resolver la contradicción de tesis 461/2012, de la que derivó la jurisprudencia 1a./J. 
17/2013 (10a.), de título y subtítulo: "ORDEN DE TRASLADO DE UN CENTRO PENITENCIARIO A 
OTRO. AL AFECTAR INDIRECTAMENTE LA LIBERTAD PERSONAL DEL PROCESADO O 
SENTENCIADO, LA DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO PROMOVIDA CONTRA AQUÉLLA PUEDE 
PRESENTARSE EN CUALQUIER TIEMPO, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 22, FRACCIÓN II, 
PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY DE AMPARO.", se llega a la convicción de que la orden de traslado 
reclamada exclusivamente a autoridades administrativas, sin la intervención de autoridad judicial, es 
susceptible de vulnerar, eventualmente, su derecho sustantivo a la libertad personal (aunque de manera 
indirecta), previsto en el artículo 18 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lo que 
constituye una excepción al principio de definitividad, al reclamarse una violación directa a tal 
ordenamiento legal. Ello, en atención a que como lo señaló en el citado criterio el Alto Tribunal, el análisis 
de dicho acto reclamado tiene por objeto determinar la situación en la que permanecerá el gobernado 
en su reclusión con motivo de la pena de prisión impuesta, modificar las condiciones en que tal privación 
deba llevarse a cabo, o bien, aquellas en que deba ejecutarse, además de lesionar directamente otros 
derechos, como el de una defensa adecuada, previsto en el artículo 20 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en tanto que el procesado se encontraría físicamente en un lugar diverso 
de aquel en que se sigue la causa penal, o el derecho del sentenciado a purgar la condena en un centro 
penitenciario cercano a su domicilio, establecido en el numeral 18 de la propia Constitución –a fin de 
propiciar su reintegración a la comunidad como forma de reinserción social–. De manera que aun cuando 
se refiere a cuestiones de internamiento, se estima que se actualiza un caso de excepción al principio 
de definitividad previsto por la fracción XX del numeral 61 de la ley de la materia, e impide al resolutor 
primario que, a priori, deseche de plano la demanda de amparo. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 04 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022064  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
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ORDEN DE TRASLADO DE UN CENTRO DE RECLUSIÓN A OTRO. LA MENCIÓN DE 
AUTORIDADES JUDICIALES COMO RESPONSABLES, SIN SEÑALAR LA RESOLUCIÓN QUE SE 
LES RECLAMA, NO ACTUALIZA DE FORMA NOTORIA Y MANIFIESTA LA CAUSA DE 
IMPROCEDENCIA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 61, FRACCIÓN XVIII, DE LA LEY DE AMPARO. 
 

Conforme al artículo 61, fracción XVIII, de la Ley de Amparo, el juicio de amparo es improcedente contra 
las resoluciones de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, respecto de las cuales conceda la 
ley ordinaria algún recurso o medio de defensa, dentro del procedimiento, por virtud del cual puedan ser 
modificadas, revocadas o nulificadas. Por otra parte, la Ley Nacional de Ejecución Penal establece un 
mecanismo de control a través del cual las personas privadas de su libertad pueden reclamar, ante la 
autoridad penitenciaria o Juez respectivo, las omisiones inherentes a sus condiciones de internamiento, 
dentro de las que destaca la orden de traslado. Sin embargo, es insuficiente el señalamiento de 
autoridades judiciales, sin precisar la resolución que se les reclama, para que el Juez de amparo deseche 
de plano la demanda, al considerar que de manera manifiesta e indudable se actualiza la causa de 
improcedencia descrita, bajo el argumento de que no se agotaron los medios de impugnación previstos 
en la Ley Nacional de Ejecución Penal, ya que es necesario tener mayores datos de los que se 
desprenda que indudablemente éstas tuvieron injerencia en la orden de traslado reclamada, pues de 
considerarlo así, quedaría la incertidumbre respecto a la participación que tuvieron, con lo que se privaría 
a los gobernados de su derecho a instar un juicio constitucional contra una actuación que pudiera causar 
menoscabo a sus derechos sustantivos. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 04 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/
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ACTOS DE TORTURA. LAS AUTORIDADES PENITENCIARIAS LOS COMETEN SI LAS 
CONDICIONES EN QUE SE ENCUENTRA EL INTERNO ATENTAN CONTRA SU DIGNIDAD 
HUMANA. 
 

Conforme al criterio contenido en la tesis aislada P. XXII/2015 (10a.), del Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, titulada: "ACTOS DE TORTURA. SU NATURALEZA JURÍDICA.", se establece 
que se está frente a un caso de tortura cuando: (I) la naturaleza del acto consista en afectaciones físicas 
o mentales graves; (II) infligidas intencionalmente; y, (III) con un propósito determinado, ya sea para 
obtener una confesión o información, para castigar o intimidar, o para cualquier otro fin que tenga por 
objeto menoscabar la personalidad o la integridad física y mental de la persona. De ahí que cuando en 
el juicio de amparo indirecto el quejoso señale como acto reclamado autónomo los actos de tortura 
derivados de sus condiciones de internamiento y se encuentre demostrado en autos, mediante prueba 
fehaciente, que al momento de la presentación de la demanda, aquellas que imperaban durante su 
reclusión son susceptibles de provocarle un tormento, entendido éste como cualquier acto u omisión que 
afecta gravemente la dignidad e integridad personal del justiciable, como pueden ser: el hacinamiento 
por encontrarse en el mismo espacio una cantidad muy superior de personas para las que está destinada 
la celda, las dimensiones reducidas del lugar, la inadecuada ventilación e iluminación del sitio, la poca 
higiene del establecimiento y la suciedad de los recipientes en que se le proporcionan los alimentos, 
constituyen actos de tortura que producen un menoscabo en la integridad física y mental del interno, al 
ser susceptibles de provocar en su persona humillación, degradación, envilecimiento y cosificación, y 
atentan contra su dignidad humana, al no encontrarse en condiciones óptimas para desempeñar su vida 
en reclusión con la normalidad debida, esto es, en igualdad de condiciones que el resto de la población 
penitenciaria, lo que actualiza los actos de tortura reclamados en su vertiente de violación de derechos 
humanos. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 04 de septiembre de 2020 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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